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                                              Acción de tutela segunda instancia

 
                                         Acte.: OCTAVIO RESTREPO CASTAÑO


                          Rad.: 2009-00634






TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIALPRIVATE 
                          SALA DE DECISION CIVIL-FAMILIA

Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira, noviembre cuatro del dos mil nueve.    
Acta No. 583 de noviembre 04 del 2009.




Expediente 66001-31-10-001-2009-00634-01




Se resuelve la impugnación presentada por el accionado contra la sentencia proferida el veintidós de septiembre del presente año por el JUZGADO PRIMERO DE FAMILIA DE PEREIRA, RISARALDA, en esta Acción de Tutela promovida por OCTAVIO RESTREPO CASTAÑO en contra del INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI. 



I. ANTECEDENTES:

El actor presentó acción de tutela con el fin de que se le protejan los derechos a la información veraz e imparcial, el de petición y el de acceso a los documentos públicos, que considera vulnerados por razón de hechos y omisiones en que ha incurrido el instituto arriba citado.

Se explica en el libelo demandatario que el peticionario es propietario, junto con su esposa, de un inmueble ubicado en el condominio Quintas de Sierra Morena; que el 13 de abril del año que avanza, le pidió al I.G.A.C. la revocatoria del acto administrativo por medio del cual se había establecido el nuevo avalúo de su predio, frente a lo cual le respondieron que para su revisión, debía fundamentarse en aspectos que demostraran que el avalúo catastral asignado no se ajustaba a las características y condiciones del bien, en los términos que consagra el artículo 9 de la ley 14 de 1983 y el 129 de la resolución 2555 de 1988 de la dirección general del I.G.A.C.; que para aportar la prueba, solicitó que le entregaran el valor desagregado de los avalúos de los predios identificados con los números 7, 13 y 54 del mencionado conjunto residencial, pero le contestaron que no era posible porque pertenecían a otros propietarios y que estaba prohibido por la ley de habeas data.

Pide, en consecuencia, que se le ordene al director del INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI que le expida certificación del valor del avalúo desagregrado de los predios números 7, 13 y 54 del condominio Quintas de Sierra Morena; que se le ordene al accionado que esos documentos sean tenidos como medio de prueba dentro de la solicitud de revisión del avalúo que pretende realizar y que se suspenda la actualización del mismo hasta tanto se le dé respuesta al recurso de revisión. 
A la tutela se le dio el trámite legal con el pronunciamiento de la entidad accionada, que por intermedio de su representante legal, insiste en que no se le brindó la información porque no era de propiedad del peticionario y que estaba protegida por la ley de habeas data.  Se fundamenta en la sentencia T-729 del 2002 proferida por la Honorable Corte Constitucional para expresar que, frente al derecho constitucional de la información, prevalece el del habeas data, ya que la entidad administra una base de datos que se estiman semiprivados, protegidos por los principios de libertad y circulación restringida, de acuerdo con los cuales el acceso de terceros a los datos, debe tener el consentimiento libre, previo y expreso del titular. Además, la base de datos que maneja es una información general que, por ende, prevalece ante el interés particular del solicitante. 
El Juzgado del conocimiento accedió al amparo solicitado porque consideró que los datos pedidos por el accionante, relacionados con los predios 7, 13 y 54, no eran de la naturaleza íntima, reservada ni pública de sus titulares y, ante la necesidad de aquél de obtener esa información para fines exclusivos de un trámite ante el accionado –revisión del avalúo-, no podía negársele el acceso a ellos. En consecuencia, tuteló los derechos invocados por el actor, con excepción del de petición; protegió, además, el derecho de acceso a la justicia y dispuso que la entidad demandada, en forma respetuosa y en el término de diez días, le entregara al accionante la certificación que requería para los fines relacionados con la revisión del avalúo de su predio. 

Contra dicho fallo presentó impugnación oportuna la parte demandada con el argumento de que hubo una interpretación equivocada de la sentencia T-729 del 2002, por lo que no halló congruente las consideraciones con el fallo proferido. Reitera que sólo los propietarios de los predios 7, 13 y 54 son los que tienen derecho a la información que pide el accionante.  
El trámite en ésta instancia se ha surtido conforme a derecho y se pasa a resolver previas las siguientes, 





II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:




Los derechos que invocó el tutelante que le fueron violados o amenazados fueron los de petición, a recibir información veraz e imparcial y el de acceso a los documentos públicos, amparados por los artículos 23, 20 y 74 de la Carta Política. 

El juez a-quo desestimó la pretensión relacionada con la violación al primero y estimó que se le vulneraron los dos siguientes. Procede entonces la Sala a determinar si en realidad estos fueron violados o amenazados. 
La entidad accionada fundamentó su negativa a certificar la información pedida por el tutelante, atinente a los predios 7, 13 y 54, argumentando que se encontraba protegida por la ley de habeas data. 

Esta ley estatutaria, contenida en el número 1266 del 2008, reglamentaria de los artículos 15 y 20 de la Carta Política, fue expedida por el Congreso de la República el 31 de diciembre del 2008, frente al clamor que hiciera la Corte Constitucional en diferentes pronunciamientos sobre la inexistencia de mecanismos ordinarios de protección de los derechos relacionados con la libertad informática, aceptando que la acción de tutela, no constituía herramienta suficiente para la reconducción adecuada de las conductas desarrolladas en el ámbito del poder informático. 
El literal a) del artículo 3º de la mencionada ley, define quién es el “titular de la información” y, el literal d) el “usuario”; por tanto, para el caso concreto, de acuerdo con esas definiciones, el primero o primeros, son los dueños o poseedores de los predios identificados con los números 7, 13 y 54 del condominio Quintas de Sierra Morena y, el segundo, el aquí accionante. Nótese cómo este último literal destaca que el usuario, en cuanto tiene acceso a información personal de terceros, se sujeta al cumplimiento de los deberes y responsabilidades previstos para garantizar la protección de los derechos del titular de los datos, es decir, puede tener conocimiento de la información contenida en los bancos ídem, pero tiene que cumplir con unos deberes y unas responsabilidades. 
Ahora, el canon 5º ídem, que trata el tema de la circulación de la información, determina que ésta podrá ser entregada de manera verbal o escrita, entre otros, a los usuarios, pero dentro de los parámetros de la ley. Estos, para ellos, son los determinados en el artículo 15.
El inciso tercero de este último precepto, establece que la información se puede brindar para el adelantamiento de cualquier trámite ante una autoridad pública o privada, respecto del cual dicha información resulte pertinente. Pues bien, aunque en principio pudiera pensarse que se cumple con el requisito y que habría lugar a entregar la información solicitada por el accionante-usuario, pues la requiere para un trámite ante la demandada, obsérvese que la misma norma destaca que debe ser pertinente, lo que aquí no acontece porque el INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI manifestó que la misma no es necesaria para el trámite de la revisión del avalúo que pretende incoar el interesado. 
Y, el inciso final del mencionado artículo 15, autoriza la entrega de la información contenida en los bancos de datos para cualquier otra finalidad de las allí previstas, siempre que se haya obtenido autorización por parte del titular de la información, lo cual no ha sucedido.




Es cierto que la información contenida en el banco de datos del accionado, no tiene la naturaleza de íntima, reservada o pública de sus titulares, porque contiene aspectos relacionados con la actualización de los elementos físicos y jurídicos de los inmuebles, pero por orden legal está restringida, so pena de las sanciones que la misma ley determina
.    


      
En consecuencia, le asistió razón al INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI para negar la petición del accionante, por lo que no hubo vulneración de los artículos 20 y 74 de la Carta Política.




Finalmente, tampoco se le quebrantó al actor el acceso a la administración de justicia en la forma como lo destacó el a-quo, porque el accionado no le ha impedido que inicie el trámite de revisión del avalúo del bien de su propiedad, en los términos de consagran los artículos 9 de la ley 14 de 1983 y 129 y siguientes de la resolución 2555 de 1988 proferida por el director del I.G.A.C, sino que el tutelante no lo ha impetrado esperando el certificado que insiste se le otorgue por esta vía para que obre como prueba, lo cual no es requisito previo para su adelantamiento.  

Se revocará, por tanto, la decisión de primera instancia y, en su lugar, se negará el amparo implorado. Así se declarará y se harán los demás ordenamientos pertinentes. 

Sin necesidad de otras consideraciones el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,   





RESUELVE:

1º) REVOCAR la sentencia proferida el veintidós de septiembre último por el JUZGADO PRIMERO DE FAMILIA DE PEREIRA, RISARALDA, dentro de la ACCION DE TUTELA promovida por OCTAVIO RESTREPO CASTAÑO en contra del INSTITUTO GEOGRAFICO AGUSTIN CODAZZI. En su lugar, se niega el amparo implorado.
2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (artículo 5o., Decreto 306 de 1992).





3º) Remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:




Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo
  Fernán Camilo Valencia López
� Artículos 17 al 19 de la ley 1266 del 2008.
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